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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor Defensor del procesado JUAN BERNARDO TEQUIA QUERAGAMA, contra el fallo de condena proferido el día quince (15) de noviembre de 2005 por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta capital, mediante el cual lo declaró penalmente responsable de los delitos de EXTORSIÓN (consumada y tentada) y REBELIÓN (en grado de complicidad), y le impuso pena de prisión de once (11) años y tres (3) meses, ,multa de 750 s.m.l.m.v. e inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso.

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

2.- HECHOS 

Da cuenta la foliatura, que la fuerza pública detuvo al señor TEQUIA QUERAGAMA en horas del medio día del treinta y uno (31) de Julio de 2004, en el momento en que transitaba por una carretera que conduce al Corregimiento de Santa Cecilia del Municipio de Pueblo Rico (Rda.) y llevaba consigo una carta extorsiva, un cuaderno que hacía una relación de las extorsiones, al igual que un cordón detonante (8 m.) y mecha lenta (4 m.).
Se supo, que esta persona venía exigiendo entregas de dinero a varios transportadores de esa región, algunos de los cuales le alcanzaron a entregar lo requerido bajo el pretexto de tratarse de una exigencia de los cabecillas de organizaciones subversivas que por allí operan; otros, en cambio, no quisieron acceder a lo pedido y decidieron no retornar por la zona al conocer la presión que contra ellos se estaba ejerciendo. La carta extorsiva que tenía en su poder iba dirigida precisamente a los conductores de vehículos de carga pesada que transitaban por esa vía, y contenía una exigencia dineraria a nombre del grupo Ejército de Liberación Nacional (ELN).
3.- IDENTIDAD 

Se trata de JUAN BERNARDO TEQUIA QUERAGAMA, titular de la cédula No 11’809.719 de Quibdó, nacido el cuatro (4) de agosto de 1979 en la Comunidad indígena de Conondó del Municipio de Bagadó (Chocó), hijo de Faustino y María, y con noveno grado de escolaridad, soltero.
4.- CARGOS
La Fiscalía Primera Delegada ante el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado, profirió Resolución de Acusación en su contra, al encontrarlo coautor material en un concurso material heterogéneo de conductas punibles, concretamente la EXTORSIÓN y la REBELIÓN; la primera, por haber exigido dineros a cuenta de un grupo subversivo, y la segunda, porque dados los indicios contundentes que obran en este expediente, es un hecho cierto que él tenía vínculos con esa organización, máxime por el hallazgo de elementos que esa organización al margen de la ley acostumbra utilizar.
5.- FALLO 

El señor Juez Especializado, una vez escuchada la intervención de las partes en el acto de audiencia pública, decidió dictar un fallo de condena por los punibles de Extorsión (dos consumadas y una en grado de tentativa), toda vez que fueron varios los afectados pero no con respecto a todos ellos el comportamiento había logrado sus objetivos, y por Rebelión pero en grado de complicidad, pues lo que esta persona hizo fue realizar actos de colaboración con el citado grupo.
Dio mayor fuerza de convicción a la narrativa inicial del enjuiciado, en la cual admitió la ejecución de esos actos reprochables, que a la ampliación que se llevó a cabo con el ánimo simplemente de intentar soslayar la responsabilidad mediante la introducción de una causal de inculpabilidad.

6.- RECURSO

Lo sustenta la defensa, en:

- Es verdad que la piedra angular de este debate lo constituye la estimación de las dos intervenciones procesales del acusado JUAN TEQUIA, en lo que no comparte la conclusión que contiene el fallo de primera instancia porque allí se dice que presta más mérito lo rendido en la primera que en la segunda, pasándose por alto que esa diligencia se llevó a cabo en las instalaciones del Batallón San Mateo, asistido por un defensor de oficio designado única y exclusivamente para esa diligencia. En esas condiciones, un procesado no logra “deslindar la actividad de los organismos de Seguridad del Estado de la de los funcionarios del ente acusador”.
- Por eso, considera que el segundo relato es más confiable al estar fuera del apremio de sus captores y asistido de una verdadera defensa técnica y material.
- Miradas bien las cosas, ambas exposiciones son complementarias, pues en las dos reconoce haber participado en los hechos, pero mientras en la primera habla de un temor sin mayor precisión, en la segunda entra a concretar a qué se debía ese temor. Y el peligro no era otro que el hecho de acabar con él y con la familia si no les hacía caso; situación acerca de la cual sólo los padres estaban enterados. Lastimosamente, nada hizo el ente investigador para escuchar en versión a los citados padres. No obstante, de las declaraciones de ISABEL CRISTINA RINCÓN y de SILVIA RINCÓN, se puede constar su personalidad.
- Fueron esas presiones entonces las que hicieron quebrantar en él su voluntad e incursionar por el camino delictuoso.

- Está demostrado en el proceso que por esa región hacen presencia diversos grupos rebeldes: FARC, EP, ERG y ELN; además, que su prohijado no aparece, según los informes de inteligencia, como integrante de “alguno de los órdenes de batalla”; sin embargo, como ciudadano de la zona, le era inevitable prestarles colaboración o de lo contrario peligraba su vida, sin que por estos hechos se le pueda acusar penalmente.
- No comparte la apreciación según la cual: “le quedaba la opción de acudir a la autoridad o de emigrar a otras latitudes”, pues por su condición de indígena no le era exigible acudir a las autoridades militares que esporádicamente hacen presencia, con mayor razón cuando a él mismo se le reprochaba el haber abandonado temporalmente el resguardo para prestar el servicio militar. Tampoco era una posibilidad digna el ir a engrosar las filas de los desplazados.
- Sea como fuere, su confesión calificada no está respaldada por ningún otro medio de convicción, pues no se llamó a testificar a los conductores de los cuales dijo haber recibido dinero, y ni siquiera comparecieron los miembros de la fuerza pública que llevaron a cabo la aprehensión. Lo único sería la carta decomisada, pero en ella no figura un destinatario determinado, y allí se dice que su defendido no hace parte de ese grupo insurgente.
- Le extraña que el funcionario judicial, acolitando lo dicho por el Fiscal en la vista pública, atribuya la condición de cómplice a su procurado en lo que hace a la Rebelión, pero no hizo lo mismo con el delito contra el patrimonio económico.
- Por el control que estos grupos ejercen, no requieren de actos intimidatorios específicos, razón por al cual les basta delegar en los civiles la recepción de los dineros. Si él hizo algo, lo hizo no sólo doblegado en su voluntad, sino que la cooperación que prestó era tan “inocua” y accesoria, que nunca tuvo el dominio del hecho que se quiere sancionar. El único responsable es “Julio”, el dirigente del grupo ilegal que lo presionó. 

7.- MOTIVACIÓN

El debate se centra en la responsabilidad del comprometido TEQUIA QUERAGAMA y no en su participación activa en los hechos, pues no se discute si fue él la persona que tomó o no parte consciente en la ejecución de los ilícitos (acreditado se encuentra que fue quien hizo entrega de las cartas extorsivas, recibió dineros fruto de ese constreñimiento indebido, y tenía en su poder cordón detonante y mecha lenta en cantidad considerable), sino, básicamente, en la existencia de una causal de ausencia de responsabilidad consistente en haber procedido “bajo insuperable coacción ajena” (art. 32 C.P.); es decir, que aunque sabía de la conducta antijurídica se vio precisado a realizarla por las amenazas recibidas de terceras personas (un grupo subversivo de los que operan en el corregimiento de Santa Cecilia). 
Cabe recordar, que para el caso particular de la insuperable coacción ajena, sólo es factible probar el hecho positivo no el negativo, es decir, en el mundo fenoménico resulta atinado exigir prueba de haber sido COACCIONADO,  lo que no se puede pretender es exigir la prueba de NO HABER SIDO COACCIONADO, que es en lo que se supone consistiría la carga probatoria del Estado y en la cual finalmente se sustenta la posición defensiva cuando sostiene que debe creérsele en esa parte de su confesión calificada por ausencia de prueba en contrario. Se trataría en realidad, ni más ni menos, de una negación indefinida que como se sabe no es susceptible de probarse. En otras palabras, quien debe probar que fue coaccionado es el aquí procesado y su defensor, y no se puede esperar que el Estado obtenga prueba de lo contrario.
Lo que se está ejerciendo aquí es la llamada defensa positiva, es decir, aquella que no consiste meramente en refutar la acusación, sino en intentar sacar avante una circunstancia que justifica el hecho o que exonera de culpabilidad, con lo cual, quien así procede, además de dar por cierta la comisión del punible atribuido, tiene el deber de probar tal afirmación que excluye la responsabilidad. La carga de la prueba, en consecuencia, se invierte. Y bien se sabe, que una cosa es afirmar y otra bien distinta probar. 
Es preciso estimar por tanto si ese hecho de la coacción (como afirmación y no como negación), tiene o no sustento en este expediente. En ese sentido, la Sala considera que efectivamente la prueba obrante da lugar a sostener que el relato ofrecido, en una segunda intervención del aquí implicado, carece de veracidad (es decir, no es creíble o al menos una tal afirmación no encuentra respaldo procesal), por lo siguiente:  

- No podemos descartar para su análisis ni la primera ni la segunda intervención del procesado, ambas fueron rendidas de conformidad con las ritualidades procesales y fueron válidamente allegadas a este diligenciamiento. Lo que corresponde, según las reglas probatorias, en su análisis en conjunto.

- Lo que se advierte, es que en esa primera intervención, de una manera desprevenida, el aquí comprometido, al hacer referencia a los diálogos sostenidos con los cabecillas del grupo insurgente que según él lo utilizaron en esta labor, dio a conocer expresiones que antes que denotar temor hacia ellos o algún tipo de sumisión por coacción, lo que nos están indicando es confianza mutua (“pelado hágame esa vueltecita, aquí ninguno va” o “hágale pelado que ahí vamos mirando las cosas”).
- En esas condiciones, resalta de bulto que la segunda intervención contiene argumentos traídos a último momento, prefabricados, puestos allí para favorecer la tesis exculpativa.

- No es compatible el caso con aquél modus operandi de los grupos subversivos, ni es válido admitir que “frecuentemente” se utilizan personas extrañas, incautos, para ejecutar este tipo de hechos delictivos. Tal vez la aseveración deba ser otra, pues la regla de experiencia enseña que quien ejecuta un acto criminal se cuida de no involucrar testigos gratuitos que pudieran posteriormente hacer la delación; igualmente, se tiene la precaución de no arriesgar precisamente el botín en manos de terceros.
- Las condiciones personales del acusado impiden creer en tal exculpativa. Se sabe que prestó servicio militar y para ese efecto abandonó temporalmente su terruño, tal y como ya lo había hecho en otras ocasiones; es persona con educación escolar media y con plena conciencia de un acto violento como el aquí realizado. Esas particularidades no lo hacían presa fácil de la subversión, sabía bien como actuar en una situación como la planteada y, por lo mismo, no sirve de excusa el miedo insuperable pregonado tardíamente.

Situación distinta ocurre con la prueba acerca de la extorsión que el profesional recurrente echa de menos, pues como él mismo lo advierte, a ese respecto existe una carta de contenido extorsivo que llevaba consigo y que es prueba fiel de la conducta a la cual se estaba dedicando (no se halla más explicación). No importa en realidad si el destinatario está o no determinado o que allí se haga saber que su defendido no pertenece al grupo subversivo, pues obviamente fue diseñada con cautela para lograr el fin pretendido. 
Ese documento fue obtenido a consecuencia de lo sorpresivo del acto de aprehensión. No hubo lugar a deshacerse de él y el compromiso que adquiere frente a la ley penal es innegable. Con mayor razón cuando se está en posesión de material que se acostumbra por la insurgencia y no en cualquier cantidad, sino en una considerable que hace previsible su utilización a gran escala en contra de la población y no para fines domésticos o cosa parecida.
El Tribunal encuentra razonable la distinción que se hace entre la autoría en el delito de Extorsión y la complicidad en la Rebelión, lo cual encuentra su explicación en lo probatorio. Nadie puede negar que los actos llevados a cabo por él en cuanto a las exigencias dinerarias (descartada ya una voluntad viciada por coacción insuperable), sólo las ejecuta quien forma parte esencial en la distribución de funciones (se repite: ¿cómo dejar precisamente el botín en manos de persona ajena a la organización?). Situación opuesta a la Rebelión, pues sólo mediante la prueba indirecta se logró demostrar que esta persona, con su acción, estaba cooperando con el grupo subversivo, y no en cualquier ayuda fugaz o intrascendente, como es la que generalmente llevan a cabo las personas de una zona bajo el dominio insurgente que no pueden quedarse al margen de esa vida cotidiana, sino en una colaboración sustancial como es la de dotar de elementos que forman parte de explosivos y de dinero que garantiza su supervivencia al margen de la legalidad.
En esos términos, al no encontrar el Tribunal elementos de juicio que le permitan llegar a puerto seguro en cuanto a la existencia de una causal de ausencia de responsabilidad por insuperable coacción ajena, ni una inconsistencia sustancial por parte del fallador de primer grado, la decisión que se impone es la confirmación del proveído atacado por vía de apelación.

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado, objeto de revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                  

      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO      

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Secretaria de la Sala
Página 1 de 7

